Extorsión agravada
Radicación: 660016000035-2017-02878-01
Procesado: MR
Confirma sentencia
S. N° 007

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
EXTORSIÓN AGRAVADA / ACEPTACIÓN DE CARGOS / DOSIFICACIÓN DE LA PENA / REBAJA POR INDEMNIZACIÓN DE PERJUICIOS / ENTRE LA MITAD Y LAS TRES CUARTAS PARTES / INCIDENCIA DEL TIEMPO TRANSCURRIDO ENTRE EL HECHO Y LA INDEMNIZACIÓN.
Nos encontramos en presencia de un trámite abreviado por la temprana admisión de los cargos por parte del imputado en forma libre, voluntaria, consciente, debidamente asistido e ilustrado acerca de las consecuencias de hacer dejación de su derecho a la no autoincriminación…
… la inconformidad en la cual centra la impugnación es atinente a la no aplicación de la máxima rebaja por la indemnización de perjuicios, a que alude el canon 269 C.P…
El único disenso… lo es por cuanto el a quo solo le otorgó la mínima rebaja a que hace alusión la norma en cita, y para ese efecto deben mirarse variables adicionales al mero pago de perjuicios para establecer el monto de la rebaja, ya que si el legislador hubiese querido que siempre se aminorase la pena en el máximo previsto por la norma -3/4 partes-, como es lo pretendido por el recurrente, así lo hubiera consagrado, prescindiendo de fijar un mínimo…
… debe recordarse que el parámetro o referente de la temprana o tardía reparación tiene gran importancia para la graduación del porcentaje, e incluso podríamos asegurar que es un factor determinante, así como lo es para el caso de la tentativa el mayor o menor acercamiento al momento consumativo, o en la complicidad el mayor o menor grado de eficacia de la contribución o ayuda…
… la doctrina autorizada en esta materia ha explicado que en la graduación del porcentaje atinente a la reparación integral se debe utilizar como criterio de dosificación el temprano o tardío resarcimiento, esto es, la mayor o menor eficacia del reintegro atendido el daño causado y las condiciones personales de la víctima.
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RAMA JUDICIAL
TRIBUNAL SUPERIOR DE PEREIRA
SALA de decisión PENAL

Magistrado Ponente

CARLOS ALBERTO PAZ ZÚÑIGA

Pereira, dieciséis (16) de marzo de dos mil veintitrés (2023)
ACTA DE APROBACIÓN No. 268
SEGUNDA INSTANCIA

	Imputados: 
	MR 

	Cédula de ciudadanía:
	

	Delito:
	Extorsión agravada

	Víctimas:
	Solanyel Franco Marulanda

	Procedencia:
	Juzgado Segundo Penal Municipal con función de conocimiento de Pereira (Rda.)

	Asunto:
	Decide apelación interpuesta por la defensa contra la sentencia de condena de septiembre 23 de 2021. SE CONFIRMA


El Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira pronuncia la sentencia en los siguientes términos:

1.- hechos Y precedentes

La situación fáctica jurídicamente relevante y la actuación procesal esencial para la decisión que se adoptará, se pueden sintetizar así:
1.1.- Los hechos fueron plasmados por el funcionario de primer nivel en el fallo de condena de la siguiente manera:

“Fue formulada ante la Fiscalía General de la Nación, denuncia por parte de la señora Solanyel Franco Marulanda, reportando hechos acaecidos el día sábado 05 de agosto de 2017, cuando su cuñado, el señor MR, mediante una llamada realizada a su esposa y a través de esta, informó estar secuestrado en el departamento del Chocó.

El día martes 08 de agosto de 2017, la esposa del señor Mauricio, nuevamente se comunicó con la señora Solanyel, manifestándole que su esposo se había reportado, aseverando que para que lo soltaran, los secuestradores le estaban pidiendo $2.000.0000 de pesos y una motocicleta de placas YLL27C línea FZ roja, propiedad de su esposo -hermano de Mauricio-, agregó que, si el dinero no estaba para el día miércoles lo mataría.

Por ello, la señora Solanyel consignó a nombre del señor MR, la suma solicitada por los secuestradores para su libertad. Al día siguiente -jueves 09 de agosto de 2017-, el señor Mauricio apareció nuevamente en casa, manifestando que venía caminando desde el Departamento del Chocó.

Se inició la investigación con fundamento en lo manifestado por la señora Solanyel y se estableció que el dinero fue cobrado por el señor MR, en la ciudad de Pereira, y que la motocicleta de placas YLL27C línea FZ roja había sido vendida por este, a un tercero”.

1.2.- Adelantadas las labores investigativas y luego de ordenada y materializada la captura en contra del señor MR, se realizaron las audiencias preliminares (noviembre 07 de 2018), ante el Juzgado Promiscuo Municipal de La Virginia (Rda.), con función de control de garantías, por medio de las cuales: (i) se declaró legal su aprehensión; (ii) se le formuló imputación  por el delito de extorsión con circunstancias de agravación -arts. 244 y 245 num. 1 CP-, los cuales NO ACEPTÓ, y (iii) se le impuso medida de aseguramiento no privativa de la libertad, esto es, las consagradas en los numerales 3º, 4º, y 5º artículo 307 CPP.
1.3.- La Fiscalía presentó el respectivo escrito de acusación (noviembre 20 de 2018), donde se le endilgó iguales cargos a los imputados, cuyo conocimiento le  correspondió inicialmente al Juzgado Promiscuo Municipal de La Virginia (Rda.), pero el titular se declaró impedido por haber conocido las audiencias preliminares y dispuso enviarlo a su homóloga del municipio de Balboa, quien a su vez declaró su falta de competencia y ordenó remitir la actuación a esta capital, donde finalmente fue asignada por reparto al Juzgado Segundo Penal Municipal con función de conocimiento de esta ciudad, despacho ante el cual se llevó a cabo la audiencia de formulación de acusación (enero 30 de 2020), y luego de múltiples aplazamientos, cuando se realizaría la audiencia preparatoria (septiembre 23 de 2021) el señor MR, asistido por su defensor, decidió aceptar de manera unilateral los cargos endilgados, verificándose por parte del a quo que la misma fue libre, voluntaria y consciente, por lo cual en esa misma ocasión se adelantó la audiencia de individualización de pena y se dictó la sentencia por medio de la cual: (i) se condenó al señor MR a la pena de 72 meses de prisión y multa de $1.106.575.500,00, así como a la accesoria de inhabilitación para el ejercicio de derechos y funciones públicas por igual lapso de la sanción privativa de la libertad; y (iii) se le negó el subrogado de la suspensión condicional de la ejecución de la pena y se dispuso librar orden de captura en su contra.
1.4.- El defensor impugnó la decisión, motivo por el cual el recurso fue concedido en el efecto suspensivo, y se dispuso la remisión de los registros ante esta Corporación con el fin de desatar la alzada. 

2.- Debate

2.1.- Defensa -recurrente- 
Pide se modifique la pena impuesta a su prohijado, y para ello argumentó:

Luego de hacer alusión a lo expuesto por el a quo para no otorgar al procesado la máxima rebaja por la indemnización de perjuicios, al estimar que la misma no se dio de manera oportuna, considera que se deben observar algunos aspectos como el tiempo que transcurrió entre la fecha del hecho y de la reparación, pero que no pueden ser predicables a su defendido, por cuanto: (i) la acusación se realizó en enero 30 de 2020 -03 años después-; (ii) la preparatoria el 10 de agosto de 2020 -06 meses 10 días después-; (iii) con ocasión del Covid todas las audiencias se postergaron hasta después de julio 01 de 2021; y (iv) la Fiscalía aplazó en varias oportunidades la audiencia preparatoria.

Ninguno de esos aplazamientos le son atribuibles a su prohijado, quien por indicación suya debió esperar el momento oportuno para el pago y que este tuviera efectos jurídicos. Pide por consiguiente se revoque el fallo y se le imponga al señor MR una pena de 36 meses, esto es con la disminución de las 3/4 partes de la pena conforme el canon 269 C.P.
3.- Para resolver, se considera
3.1.- Competencia

La tiene esta Colegiatura de conformidad con los factores objetivo, territorial y funcional a voces de los artículos 20, 34.1 y 179 de la Ley 906 de 2004, al haber sido oportunamente interpuesta y debidamente sustentada una apelación contra providencia susceptible de ese recurso y por la parte habilitada para hacerlo -en nuestro caso la Defensa-.

3.2.- Problema jurídico planteado

Se contrae básicamente a establecer si en el presente caso es procedente conceder una mayor rebaja por la reparación integral de los perjuicios efectuada por el procesado.
3.3.- Solución a la controversia

Nos encontramos en presencia de un trámite abreviado por la temprana admisión de los cargos por parte del imputado en forma libre, voluntaria, consciente, debidamente asistido e ilustrado acerca de las consecuencias de hacer dejación de su derecho a la no autoincriminación, lo que no obsta para asegurar que además de ese allanamiento unilateral que despeja el camino hacia el proferimiento de un fallo de condena, en el diligenciamiento en verdad existen elementos de convicción que determinan que la conducta ilícita que se pregona sí existió y que el hoy involucrado tuvo participación activa en la misma.

Como se advierte de la alzada impetrada por el defensor del sentenciado, la inconformidad en la cual centra la impugnación es atinente a la no aplicación de la máxima rebaja por la indemnización de perjuicios, a que alude el canon 269 C.P., aunado a que en su sentir la tardanza en la realización de las audiencias de formulación de acusación y preparatoria -donde aceptó cargos-, no puede ser atribuible a su defendido.
El único disenso del apoderado del señor MR, lo es por cuanto el a quo solo le otorgó la mínima rebaja a que hace alusión la norma en cita, y para ese efecto deben mirarse variables adicionales al mero pago de perjuicios para establecer el monto de la rebaja, ya que si el legislador hubiese querido que siempre se aminorase la pena en el máximo previsto por la norma -3/4 partes-, como es lo pretendido por el recurrente, así lo hubiera consagrado, prescindiendo de fijar un mínimo -la mitad-, porque ello constituye apenas un marco racional de movimiento que de ninguna manera condiciona el criterio del juzgador para señalar en cada caso específico la procedencia del descuento punitivo y su monto.

En ese sentido debe recordarse que el parámetro o referente de la temprana o tardía reparación tiene gran importancia para la graduación del porcentaje, e incluso podríamos asegurar que es un factor determinante, así como lo es para el caso de la tentativa el mayor o menor acercamiento al momento consumativo, o en la complicidad el mayor o menor grado de eficacia de la contribución o ayuda -inciso in fine del artículo 61 C.P.- Lo dicho, en atención a que es esencial al momento de analizar el propósito de la reparación, apreciar el mayor o menor agravio a las víctimas, bajo el entendido que un temprano resarcimiento impide la postergación de esa afectación y merece una mayor reducción de pena.

Precisamente por eso, la doctrina autorizada en esta materia
 ha explicado que en la graduación del porcentaje atinente a la reparación integral se debe utilizar como criterio de dosificación el temprano o tardío resarcimiento, esto es, la mayor o menor eficacia del reintegro atendido el daño causado y las condiciones personales de la víctima. 

Así también lo tiene decantado la jurisprudencia nacional
, como criterio que fue acogido desde hace ya bastante tiempo por esta Sala de Decisión
, a cuyo efecto obsérvese lo mencionado por el órgano de cierre:
“[…] Cabe reiterar: lo que resulta facultativo del juez es determinar la cuantía de la rebaja, pero no otorgar o negar la rebaja en sí misma, como que concederla es un imperativo legal. Y la decisión del legislador, resaltada por la jurisprudencia, de dejar a discreción del juzgador el valorar y conceder el monto descuento del artículo 269 (entre la mitad y las tres cuartas partes), en modo alguno comporta, como parece entenderlo el recurrente, arbitrariedad, en tanto su determinación debe estar precedida de una sólida argumentación probatoria y jurídica, la cual, en todo caso, es pasible de ser recurrida.

Asiste razón al demandante respecto de que utilizar los criterios del artículo 61 del Código Penal (gravedad de la conducta, daño causado, naturaleza de las causales de agravación, intensidad del dolo, etc.) para señalar el quantum del artículo 269 infringe el principio que prohíbe sancionar dos veces la misma circunstancia fáctica y ello acaecería, como que tales aspectos deben ser considerados para fijar la pena correspondiente al tipo penal infringido y, por consecuencia, no pueden emplearse una segunda vez con el mismo objetivo de sancionar, pues ese alcance tiene el disminuir o no el castigo.

Pero lo que sí le está dado al juzgador es que, en aplicación del principio de igualdad y del valor justicia (que, en esencia, comporta dar a cada cual lo que le corresponde, según las especiales circunstancias de tiempo, modo y lugar de su actuación), se mueva entre el 50% y el 75% del descuento, según el momento en que se hizo la indemnización y de quién surgió la voluntad de hacerlo, pues no es lo mismo que se restablezcan los derechos de la víctima a último momento, permitiendo que padezca la consecuencias del delito y las vicisitudes de un proceso penal por un extenso periodo, como tampoco que el esfuerzo para resarcir no hubiese sido realizado por el acusado, sino por un tercero (así sea un partícipe en el delito) […].”
 -negrillas excluidas-
Así mismo, y de más recienta data, igualmente se indicó por esa Alta Corporación:

“Se debe resaltar que el momento de la actuación procesal en la cual se materializa la reparación es un referente indispensable para calcular el porcentaje de descuento punitivo, porque permitirá medir, a partir de la ocurrencia de los hechos y hasta antes de la emisión de la sentencia, la voluntad del acusado en resarcir el daño causado a las víctimas y así lo viene ratificando la Sala de manera consistente”.

Significa todo lo anterior, que el factor tiempo tiene indiscutiblemente una incidencia superlativa en la estimación de la proporción que se debe descontar, lo cual es lógico porque, se repite, de esa situación depende la permanencia del efecto nocivo de la acción criminal en el perjudicado. Al igual que la forma en que esa restitución operó, porque no es lo mismo un reintegro voluntario que uno forzado.
Para el caso en concreto, considera la Colegiatura que la determinación adoptada por el juez de primer nivel fue acertada, toda vez que la realidad procesal enseña que cuando el acusado efectuó la indemnización de perjuicios a la víctima -se desconoce su monto-, lo cual se hizo mediante documento signado en septiembre 02 de 2021, y autenticado por la misma en septiembre 23 siguiente ante la Notaría Única de la Virginia
, habían transcurrido un poco más de 02 años y 09 meses desde la audiencia de formulación de imputación -noviembre 07 de 2018-. Y de acuerdo con las constancias obrantes en la actuación, se observa que solo en septiembre 23 de 2021, es decir, cuando se tenía programada fecha para dar comienzo a la audiencia preparatoria, en la que el señor MR aceptó cargos, su apoderado hizo alusión a la aludida indemnización de perjuicios, misma que, como se aprecia, fue autenticada por la afectada, en esa fecha. Significa ello, que pese a haber transcurrido un amplio lapso, no solo desde la ocurrencia de los hechos, sino desde que al procesado se le formularon cargos, hasta el día que decidió aceptarlos, se entiende que a la víctima se le resarcieron los perjuicios ocasionados con la ilicitud, como así se corrobora con la prueba documental arrimada al dosier.
No puede la Sala avalar la postura del apoderado del señor MR, al sostener en la alzada que la tardanza en el desarrollo de las actuaciones procesales no le puede  imputar a su cliente, en tanto este amén de sus indicaciones como profesional del derecho, “debió esperar el momento oportuno para que se efectuara el pago y este tuviera efectos jurídicos”, planteamiento a todas luces desacertado, en tanto si la intención de  su prohijado era la de indemnizar los perjuicios ocasionados a la víctima, su deber, con miras a acceder a la máxima rebaja y acorde con lo planteado en precedencia, era haberla realizado de manera pronta y oportuna, independientemente de que las audiencias en la instancia de juicio ante el despacho de primer nivel tuvieran algún retraso, en tanto no es su materialización la que debe tenerse en cuenta para determinar el monto de la rebaja a que se tendría derecho, sino su temprano o tardío resarcimiento.
En este caso, en consonancia con lo planteado por el a quo en el fallo de primer nivel, se itera que la indemnización que realizó el señor MR fue en efecto tardía, y por ello no podía pretenderse por parte de su defensor que accediera al máximo porcentaje autorizado por la norma, cuando las circunstancias particulares que rodean el caso singular no lo permitían; en consecuencia, la decisión proferida por el despacho de primer nivel será confirmada.

ANOTACIÓN ADICIONAL:

Si bien es cierto, encontrándose el asunto en esta Corporación, la señora SOLANYEL FRANCO reiteró que a raíz del inconveniente que tuvo con el señor MR ya fue indemnizada, por lo cual pide que todos los cargos le fueran retirados, debe decirse, como igualmente se hizo por auto de febrero 22 de 2022, que el delito por el que fue investigado no es de aquellos de tipo querellable, donde pueda darse por terminada la actuación por desistimiento, como se infiere de su petición, y por el contrario es una conducta que debía investigarse de oficio, lo que per se impide que la misma pueda ser desistible ni conciliable, por lo cual la Corporación no puede acceder a lo pretendido por quien en este asunto ostenta la condición de víctima.

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira (Rda.), en Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, CONFIRMA el fallo de condena proferido por el Juzgado Segundo Penal Municipal de Pereira (Rda.), en contra del procesado MR.

En atención a lo dispuesto por el Consejo Superior de la Judicatura en el artículo 4º del Acuerdo PCSJA20-11518 del 16 de marzo de 2020, la Circular CSJRIC20-75 expedida por el Consejo Seccional de la Judicatura de Risaralda, y la Ley  2213 de junio 13 de 2022, no se realizará audiencia de lectura de sentencia, y por ende esta providencia se notificará por la Secretaría de la Sala vía correo electrónico a las partes e intervinientes, mismo medio por el cual los interesados podrán interponer el recurso extraordinario de casación, dentro del término de ley.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

CARLOS ARTURO PAZ ZÚÑIGA

Magistrado 

JULIÁN RIVERA LOAIZA

Magistrado 

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

Con ausencia justificada
� GÓMEZ GALLEGO, Jorge Aníbal, “Dosificación Punitiva”, en Estudios sobre los Nuevos Códigos Penales, Fundación General de la Universidad de Salamanca, sede Colombia, Bogotá, 2001, pg.154


� CSJ SP, 14 abr. 2010, rad. 33410.


� Cfr. TSP SP, 24 jul 2099, Rad. 200800046, M.P. Jorge Arturo Castaño Duque, reiterada en TSP SP, 19 oct. 2018, Rad. 66001611074-2017-00001-01.


� CSJ SP, 26 jun. 2013, rad. 40234.


� CSJ SP, 10 mar. 2021, rad. 54026.


� Ver expediente digital bajo el rótulo “39 Memorial indemnización integral de perjuicios a la víctima”.
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